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RESOLUCION 

POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN UNAS DETERMINACIONES 

EL DIRECTOR GENERAL DE LA CORPORACIÓN AUTONOMA REGIONAL DE LAS 
CUENCAS DE LOS RIOS NEGRO Y NARE "CORNARE", 

En uso de sus atribuciones legales, estatutarias, funcionales y 

Que la Corporación Autónoma Regional de la Cuentas de los Ríos Negro y Nare, 
"CORNARE", le fue asignado el manejo, administración y fomento de los recursos 
naturales renovables dentro del territorio de su jurisdicción. ` 

Que la Ley 99 de 1993, dispone que las Corporaciones Autónomas regionales ejercerán 
funciones de máxima autoridad ambiental en el área de su jurisdicción, y por lo tanto, 
podrán imponer y ejecutar medidas de policía y las sanciones previstas en la ley en caso 
de violación de las normas sobre protección ambiental y manejo de los recursos naturales 
renovables. 

ANTECEDENTES 

Que mediante la Resolución con radicado N° 112-4745 del 9 de diciembre de 2019, se 
otorgó una Licencia Ambiental a las Empresas Públicas de Medellín, con NIT 890.904.996-
1, para el proyecto hidroeléctrico denominado "El Buey", a desarrollarse en jurisdicción de 
los municipios de La Ceja y Abejorral en el departamento de Antioquia: 

Que mediante la Resolución con el radicado N° 112-0426 del 7 de febrero de 2020, se 
resolvió el recurso de reposición interpuesto mediante el radicado 131-10841-2019 del 23 
de diciembre, reponiéndose de manera parcial la Resolución con radicado N° 112-4745 del 
9 de diciembre de 2019. 

Que mediante el radicado N° 131-2833 del 19 de marzo de 2020, el Señor Isaac Buitrago 
solicitó .la revocatoria directa cualquier acto administrativo que haya otorgado una licencia 
ambiental para la generación de energía y que no haya cumplido el Artículo 2.2.2.3.6.1. del 
Decreto 1076 de 2015. 

Que mediante el oficio radicado 111-1658 del 6 de abril de 2020, se le solicitó al usuario 
aclarar su solicitud, con el fin de que especificara los actos administrativos objeto de la 
revocatoria. 

Que mediante el radicado N° 131-7432 del -2 de septiembre de 2020, el señor Isaac 
Buitrago da respuesta a Cornare, aclara que su solicitud se encuentra relacionada con el 
radicado N° 131-2628-2020. 

Que mediante el Auto con el radicado N° 112-1080.del 30 de septiembre de 2020, se da 
traslado del escrito 131-2833 del 19 de marzo de 2020, por el término de cinco (5) días 
hábiles a las Empresas Públicas de Medellín. 
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SUSTENTACIÓN DE LA SOLICITUD DE REVOCATORIA DIRECTA 

La solicitud de revocatoria directa, se sustenta en lo siguiente: 

• Que las actuaciones realizadas por Cornare, encajan dentro de las causales 
establecidas en el artículo 93 de la Ley 1437 de 2011. 

• Que las normas ambientales según lo establecido en el artículo 107 de la Ley 99 de 
1993, son de orden público, por lo que los trámites de licenciamiento ambiental, 
deben respetar los términos legales. 

• Que la actuación administrativa va en contra del principio de rigor subsidiario, dada 
la ampliación de los términos consagrados en el artículo 2.2.2.3.6.1. del Decreto 
1076 de 2015. 

• La interpretación laxa de la norma, constituye una violación a los principios de la 
acción administrativa, como son: el debido proceso, la imparcialidad, la buena fe, la 
moralidad, la eficacia, la economía y la celeridad. 

RESPUESTA DE LAS EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN 

Mediante el radicado N° 131-8718 del 7 de octubre de 2020, el Señor Jesús Ignacio 
Echavarría Mejía, apoderado de las Empresas Públicas de Medellín, da respuesta del 
traslado realizado por Cornare a través del Auto con el radicado N° 112-1080 del 30 de 
septiembre de 2020, en el siguiente sentido: 

• Todas las actuaciones administrativas, vías actos administrativos se presumen 
válidos, conforme al artículo 88 de la Ley 1437 de 2011. 

• Que es errado hacer alusión al principio de rigor subsidiario orientando la 
interpretación a la aplicación de términos o plazos, dado que dicho principio hace 
referencia es a la expedición de normas y medidas de policía tendientes a la 
regulación del uso, manejo, aprovechamiento y movilización de recursos naturales. 

• Que la Autoridad Ambiental, en ocasiones, bajo ciertas determinaciones y 
condiciones donde se requiere d estudios y análisis que superan los términos, en 
aras de garantizar el derecho a un ambiente- sano, es cuando los requerimientos 
para ser atendidos necesitan de un mayor tiempo y se hace necesario garantizar a 
los interesados el aporte de lo solicitado, ello implica que los términos puedan ser 
superiores, dado que los hechos superan el derecho. 

Se hace referencia al artículo 228 de la Constitución Política de Colombia, relativo a 
la prevalencia del derecho sustancial. 

• En este fundamento constitucional, se confronta la pretensión del interesado y la 
deja sin soporte, pues, el mero cumplimiento de un término no garantiza el derecho 
sustancial amparado desde la Carta, por tanto, si la autoridad solicita informes o 
estudios adicionales que permitan verificar la protección del medio ambiente, debe 
también permitirle al interesado allegar estos conforme a los tiempos requeridos 
para lograr el cometido. 
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FUNDAMENTOS JURIDICOS 

Que la Constitución Política de Colombia, en su Artículo 79 establece: "Todas las personas 
tienen derecho a gozar de un Ambiente sano" y en el artículo 80, consagra que "El Estado 
planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución, además, deberá prevenir 
y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la 
reparación de los daños causados". 

Que el Código de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente 
Decreto - Ley 2811 de 1974, consagra en su Artículo lo: "El Ambiente es patrimonio 
común. El Estado y los particulares deben participar en su preservación y manejo, que son 
de utilidad pública e interés social". 

Que la Ley 1437 de 2011, en su artículo 93 consagra las causales de revocatoria directa de 
los actos administrativos, a saber: 

1. Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley. 

2. Cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten contra él. 

3. Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona. 

Que el artículo 62 de la Ley 99 de 1993, establece que la autoridad ambiental, salvo los 
casos de emergencia, podrá mediante resolución motivada, sustentada en concepto 
técnico, revocar o suspender la Licencia Ambiental, los permisos, autorizaciones o 
concesiones para el uso o aprovechamiento de los recursos naturales y del medio 
ambiente, cuando quiera que las condiciones y exigencias por ella establecidas no  estén 
cumpliendo conforme a los términos definidos en el acto de su expedición. La revocatoria o 
suspensión de una Licencia Ambiental no requerirá consentimiento expreso o escrito del 
beneficiario de la misma. 

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR 

1- OPOSICIÓN MANIFIESTA A LA CONSTITUCIÓN Y A LA LEY 

El trámite de licenciamiento ambiental del proyecto hidroeléctrico El Buey, se realizó con 
sujeción a lo establecido en el Decreto 1076 de 2015, Ley 99 de 1993, Ley 1437 de 2011 y 
la Constitución Política agotando todas las etapas previstas en el mismo y los términos 
otorgados al usuario para el cumplimiento de los requerimientos formulados por Cornare, 
no constituyen una violación al debido proceso, como lo expresa el señor Buitrago, dado 
que se trata más de una garantía procesal que busca amparar otras garantías 
constitucionales ambientales para el conocimiento amplio y en detalle los posibles impactos 
que pueda presentar el proyecto, además de prevalecer el mandato Constitucional 
establecido en el artículo 228 de la Carta Magna. 

Aunado a lo anterior, la Corte Constitucional en Sentencia T-268/10, haciendo referencia al 
artículo 228 de la Constitución, consideró que por el contrario, podría configurarse un 
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defecto procedimental el exceso ritual, por extremo rigor en la aplicación de las normas 
procesales: 

"...por disposición del artículo 228 Superior, las formas no deben convertirse en un 
obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, sino que deben propender por su 
realización. Es decir, que las normas procesales son un medio para lograr la efectividad de 
los derechos subjetivos y no fines en sí mismas. Ahora bien, con fundamento en el 
derecho de acceso a la administración de justicia y en el principio de la prevalencia del 
derecho sustancial, esta Corporación ha sostenido que en una providencia judicial puede 
configurarse un defecto procedimental por "exceso ritual manifiesto" cuando hay una 
renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo 
rigor en la aplicación de las normas procesales." 

También es importante señalar al solicitante que, el principio de proporcionalidad es de 
índole constitucional y debe permear a su vez los procedimientos administrativos, pues se 
convierte en una herramienta que guía la toma de decisiones por parte de la 
administración, siendo de obligatoria aplicación por parte de las entidades del Estado, tal y 
como lo dispuso la Corte Constitucional en Sentencia C-144/15: 

"Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que la proporcionalidad, a pesar 
de constituirse en "una directiva no explícitamente positivada de la Carta Política'; 
encuentra sustento como principio de interpretación constitucional en su función como el 
"marco del estado de derecho" que busca asegurar que e/ poder público actúe dentro de 
sus competencias y sin excederse en el ejercicio de sus funciones. También, ha indicado 
que la proporcionalidad como juicio rector de las actuaciones públicas permite establecer, 
en materia de control jurisdiccional de constitucionalidad, cuándo una determinada norma 
genera una afectación ius fundamental que resulta excesiva para el beneficio que 
reporta." Negrilla fuera de texto. 

Por lo anterior, no es dable predicar que la Licencia Ambiental otorgada para el proyecto de 
generación de energía El Buey, esté en oposición directa a la Constitución o a la Ley 

Es importante anotar que, a luz de la normatividad vigente y la jurisprudencia de las Altas 
Cortes, no podrá pedirse la revocación directa de los actos administrativos respecto de los 
cuales el peticionario haya ejercitado recursos de la vía gubernativa, que para el proceso 
de licenciamiento ambiental en comento, ya se agotó. "Lo anterior significa que existe 
incompatibilidad entre la procedencia de la revocatoria con el agotamiento de la vía 
gubernativa, por cuanto la administración ya tuvo oportunidad de enmendar los posibles 
yerros de su actuación mediante los recursos." (Consejo de Estado. Rad. 68001-23-31-
000-2004-01511-01(0825-09, 31 de mayo de 2012. C. P. Gerardo Arenas Monsalve) 

2- ATENTA CONTRA EL INTERÉS PÚBLICO O SOCIAL 

Muy por el contrario de lo que considera el solicitantes el trámites de licenciamiento 
ambiental llevado a cabo para el proyecto de generación de energía denominado El Buey, 
estuvo permeado por los principios de la administración pública, consagrados en el artículo 
3 de la Ley 1437 de 2011, donde el principio de eficacia tuvo preponderancia, dado que 
Cornare siempre privilegió los fines del procedimiento, buscando remover los obstáculos 
que se generaran en la actuación, con el objeto de garantizar que se consiguieran los fines 
contemplados en la norma, esto es, determinar que existan los elementos suficientes para 
decidir de fondo respecto al aprovechamiento o no, de los recursos naturales, que según el 
artículo 79 corresponden a todos los ciudadanos y así, determinar sobre la asimilación de 
los impactos en los ecosistemas del proyecto. 
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Las supuestas dilaciones alegadas por el solicitante, se encuentran sustentadas en los 
mismos principios de la administración pública, toda vez que como ya se vio, a la luz de lo 
establecido en el artículo 228 de la Constitución Política de Colombia, se deben superar las 
barreras de la forma para que la Administración tenga los suficientes elementos para 
decidir. 

Ahora bien, con respecto al debido proceso, la Corte Constitucional dentro de la Sentencia 
T-010-2017, sostuvo sobre dicho principio en materia administrativa, que sus garantías 
mínimas se verían materiálizadas en: 

"(i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la 
ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la 
participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se 
adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas 
en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del 
derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a 
impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del 
debido proceso." 

De lo anterior, es posible colegir.que Cornare no violó el debido proceso dentro del trámite 
administrativo objeto de estudio, toda vez que se ven materializadas en el mismo las 
condiciones y garantías mínimas que se citaron con anterioridad, ahondando en garantias 
constitucionales, en virtud del referido artículo 228 de la Constitución Política. 

No es válido sostenér que, la licencia ambiental otorgada para el proyecto hidroeléctrico El - 
Buey, atente contra el interés público o social, pues por el contrario, el Congreso de la 
República, con la expedición de la Ley 1715 de 2014, declaró como de utilidad pública e 
interés social, la promoción, estímulo e incentivo al desarrollo de las actividades de 
producción y utilización de fuentes no convencionales de energía, principalmente aquellas 
de carácter renovable y seguidamente establece que: 

"Esta calificación de utilidad pública o interés social tendrá los efectos oportunos para su 
primacía en todo lo referente a ordenamiento del territorio, urbanismo, planificación 
ambiental, fomento económico, valoración positiva en los procedimientos administrativos 
de concurrencia y selección, así como a efectos de expropiación forzosa." (Artículo 4). 

3- SE CAUSAN AGRAVIOS INJUSTIFICADOS A PERSÓNAS 

La Licencia Ambiental, según lo establecido en el artículo 2.2.2.3.1.3. del Decreto 1076 de 
2015, es la autorización que otorga la autoridad ambiental competente para la ejecución de 
un proyecto, obra o actividad, que de acuerdo con la ley y los reglamentos, pueda producir 
deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir 
modificaciones considerables o notorias al paisaje; la cual sujeta al beneficiario de esta, al 
cumplimiento de los requisitos, términos, condiciones y obligaciones que la misma 
establezca en relación con la prevención, mitigación, corrección, compensación y manejo 
de los efectos ambientales del, proyecto, obra o actividad autorizada. 

Es por ello que el Plan de Manejo de la Licencia Ambiental, contempla todas las acciones 
de prevención, mitigación y corrección de las afectaciones ambientales que se puedan 
presentar en la ejecución del proyecto. Es decir, la Licencia Ambiental, es el instrumento 
que se otorga para las actividades que potencialmente pueda producir deterioro grave a los 
recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones 
considerables o notorias al paisaje; razón pero para esto se establecen las medidas de 
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manejo adecuadas dentro del Estudio de Impacto Ambiental - EIA, tendientes a corregir o 
prevenir estos impactos. 

Es por lo anterior que, no tendría sentido revocar una Licencia Ambiental, si en el 
desarrollo de sus actividades se generan afectaciones a los recursos naturales, pues este 
es el instrumento jurídico que se otorga precisamente para este tipo de proyectos. 

CONSIDERACIONES FINALES 

La Corte Constitucional indicó en Sentencia SU-050-17, que cuando la "Administración 
revoca de manera directa un acto administrativo de contenido particular y concreto que ha 
creado situaciones jurídicas y ha reconocido derechos de igual categoría, sin el 
consentimiento expreso y escrito del titular, desconoce el debido proceso." 

Así lo sostuvo también el Honorable Consejo de Estado, en Sentencia del 1 de febrero de 
1979, MP Alberto Carbonell Quintero, expediente 2199: 

«Si la administración produce una declaración de voluntad y crea con ella una situación 
concreta a favor de una persona natural y jurídica, y posteriormente advierte que ese acto 
se opone, en forma ostensible, a la Constitución o a la léy, o no está conforme con el 
interés público o social, o causa agravio injustificado a otra persona, puede revocado pero 
con el consentimiento del respectivo titular porque de lo contrario tal acto es inmodificable 
en la vía gubernativa..." (Sentencia del Consejo de Estado N° 68001-23-31-000-2004-
01511-01(0825-09), 31 de mayo de 2012. M. P. Gerardo Arenas Monsalve) 

Aunado a lo anterior, tal como la jurisprudencia Constitucional lo señala, la prohibición de 
revocar estos actos también encuentra justificación en los principios de confianza legítima y 
seguridad jurídica, que no solo avalan el principio de intangibilidad de los derechos 
subjetivos reconocidos por la administración por medio de un acto administrativo, sino que 
además fortalecen la relación entre los particulares y la Administración. 

De otro lado, es importante traer a colación que, las infracciones en materia ambiental 
deben ser investigadas a través del procedimiento previamente establecido para ello, que 
para el caso particular es el consagrado en la Ley 1333 de 2009, la cual, en su artículo 40, 
determina las sanciones que eventualmente deben imponerse a las personas que resulten 
responsables, de acuerdo al material probatorio que reposa en las investigaciones. 

Dentro de estas sanciones se resalta la del numeral 3 de la referida Ley, consistente en la 
revocatoria o caducidad de licencia ambiental, autorización, concesión, permiso o registro; 
siendo importante concluir que, la revocatoria establecida en el artículo 62 de la Ley 99 de 
1993, procederá al término del procedimiento sancionátorio ambiental, de que trata le Ley 
1333 de 2009, que a la luz del artículo 2.2.10.1.2.3. del Decreto 1076 de 2015, procede 
cuando se compruebe: 

"Reincidencia en el incumplimiento de las medidas establecidas en dichas autorizaciones 
ambientales, siempre y cuando dicho incumplimiento sea grave." 

La Corte Constitucional en Sentencia C-219/17, sostuvo acerca de la infracción ambiental 
que: 
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"En suma, se tiene que con la Ley 1333 de 2009 Colombia avanzó significativamente en el 
establecimiento de un régimen sancionatorio ambiental que se hacía necesario ante la 
dispersión y deficiencia normativa.. Así mismo, determina como constitutivo de infracción 
la comisión de un daño al mebio ambiente. Ante esta normatividad, el operador 
administrativo o jurídico, al entrar a establecer una violación a las mismas, debe aplicar 
todo el ' conjunto de normas, aquellas que establezcan prohibiciones, condiciones, 
restricciones y obligaciones ambientales a sus destinatarios. De igual modo, los actos 
administrativos particulares pueden dar lugar a la imposición de sanciones ante su 
desconocimiento."'

El proceso de licenciamiento ambiental del proyecto El Buey, no  encuentra en curso de 
ninguna de las causales establecidas en la ley 1437 de 2011, para proceder a la 
revocatoria directa de la licencia ambiental; pues se cumplieron con las ritualidades 
exigidas en el Decreto 1076 de 2015, el usuario allegó la información exigida dentro de los 
términos de referencia elaborados para el éfecto y se agotaron los recursos administrativos 
que la norma prevé en los procedimientos ante la administración pública, amén de que la 
licencia ambiental otorgada ya se encuentre en firme, a la luz de lo dispuesto en el artículo 
87 de la Ley 1437 de 2011. 

De todo lo anterior, es importante colegir. que, la figura de revocatoria establecida en el 
artículo 62 de la Ley 99 de 1993, solamente es aplicable en aquellos casos en los que esta 
sea consecuencia de un procedimiento sancionatorio ambiental, a la luz de lo dispuesto en 
la Ley 1333 de 2009, cuya responsabilidad se derive del incumplimiento alas condiciones y 
exigencias establecidas en la licencia ambiental otorgada, que en cuyo caso, no es 
aplicable para el proyecto denominado "El Buey", pues la Corporación no ha identificado 
que el usuario haya incumplido de momento con las exigencias derivadas del mencionado 
instrumento ambiental, amén de que tampoco se haya iniciado la fase constructiva. 

De 'otro lado, a la luz de lo establecido en la Ley 1437 de 2011, en tratándose de actos 
administrativos de carácter particular y concreto como lo es la Licencia ambiental del 
Proyecto El Buey, la revocatoria directa es procedente cuando se cuenté con el 
consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular, razón por la cual no acaecen 
los presupuestos fácticos ni jurídicos para proceder a ello. 

Que en mérito de lo expuesto, se 

DISPONE 

ARTÍCULO PRIMERO: NO ACCEDER a la revocatoria directa solicitada en contra de la 
Resolución con radicado N° 112-4745 del 9 de diciembre de 2019, por las razones 
expuestas en el presente acto administrativo. 

ARTÍCULO SEGUNDO: COMUNICAR el presente acto administrativo, al Señor Isaac 
Buitrago. 

ARTICULO TERCERO: NOTIFICAR el presente acto administrativo a las Empresas 
Públicas de Medellín. 

En caso de no ser posible la notificación personal se hará en los términos de la Ley 1437 
de 2011. 

Vigente desde: 
Ruta: 

G8s 
'.' ,5 Yii ht~t tiCial, pa?tRiativa y transparent~-GJ-188N 01

C 
ISO 9001 

icontec 

ISO 14001 

icontec 

Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare "CORNARE" 
Carrera 59 N° 44-48 Autopista Medellín — Bogotá, El Santuario Antioquía. Nit:890985138-3 

Tel.: 520 11 70 — 546 16 16, www.cornare.gov.co, e-mail: cliente@cornare.gov.co 
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ARTÍCULO CUARTO: Contra el presente instrumento no procede recurso alguno en vía 
gubernativa. - 

NOTIFIQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

AVIER PARR BE DOY 
Director General 

Expediente: 05002.10.32186 

Ruta: www.cornare.00v.co/sai /Apoyo/ Gestión Juridica/Anexos 
Vigente desde: 

23-Dic-15 F-GJ-188N.01 


